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 Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  

 

El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; los 

precedentes, las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad, 

en declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 
 

TESIS 
 

Registro digital: 2030542 

Instancia: Pleno 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: P./J. 5/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PRISIÓN VITALICIA. SU IMPOSICIÓN VIOLA EL DERECHO A LA REINSERCIÓN SOCIAL (ARTÍCULO 127, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA). 
 
Hechos: Una persona fue condenada con la pena de prisión vitalicia por la comisión del delito de 
homicidio doloso de tres o más personas, en términos del artículo 127, párrafo segundo, del Código 
Penal del Estado de Chihuahua, en su texto anterior a la reforma publicada en el Periódico Oficial 
local el 15 de noviembre de 2014. Promovió amparo directo y el Tribunal Colegiado de Circuito 
solicitó a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que ejerciera su facultad de atracción para 
conocer de la constitucionalidad de dicho precepto. 
Criterio jurídico: La pena de prisión vitalicia viola el derecho a la reinserción social.  
Justificación: Derivado de los artículos 1o. y 18, párrafo segundo, de la Constitución Federal, el 
modelo de reinserción social –como fin de la pena– no acepta que a la persona culpable se le 
caracterice por ser “desadaptada” o “peligrosa”. El abandono del concepto de “readaptación” es 
compatible con un entendimiento democrático y expansivo de los derechos de las personas 
sentenciadas, en contraposición con la visión que admite suponer que la persona infractora es una 
delincuente a la que el Estado debe reivindicar o reformar. La lógica de protección de los derechos 
humanos debe inspirar y determinar el funcionamiento de las instituciones penitenciarias, a fin de 
que se garanticen condiciones de vida dignas en prisión. Bajo este entendimiento, la prisión vitalicia 
o perpetua contraviene, por sí misma, la noción de reinserción social, pues parte de la idea de que 
quien cometió un delito es peligroso para la sociedad y no merece reinsertarse en ésta. El modelo 

 
 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DEL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADOS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DURANTE JUNIO DE 2025 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html


 

2 
 

constitucional de reinserción social exige proteger la dignidad humana, lo que impide que los seres 
humanos sean tratados como objetos o instrumentos. Contrario a ello, la prisión vitalicia cosifica a 
la persona sentenciada, quien termina como objeto de la política criminal del Estado sobre la cual 
no habría necesidad de realizar medidas adecuadas para su reinserción, pues ésta nunca se dará. 
De igual forma, condena a la persona privada de la libertad a transcurrir su vida internada sin la 
posibilidad de alcanzar su proyecto de vida con respeto a derechos ajenos, aun cuando haya 
satisfecho las finalidades del sistema penitenciario.  
PLENO. 
Amparo directo 27/2015. 2 de diciembre de 2024. Unanimidad de nueve votos de las Ministras y de 
los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel 
Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez 
Potisek, Alberto Pérez Dayán y Norma Lucía Piña Hernández con precisiones. La Ministra y los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Loretta Ortiz Ahlf 
anunciaron sendos votos concurrentes. Las Ministras Yasmín Esquivel Mossa, Ana Margarita Ríos 
Farjat y Norma Lucía Piña Hernández reservaron su derecho a formular votos concurrentes. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez. 
El Tribunal Pleno, el veintisiete de mayo de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 5/2025 (11a.), 
la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintisiete de mayo de dos mil veinticinco.  
Esta tesis se publicó el viernes 13 de junio de 2025 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de junio de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

Registro digital: 2030529 

Instancia: Pleno 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: P./J. 3/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHO A LA INTERRUPCIÓN VOLUNTARIA DEL EMBARAZO. LAS AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS LOCALES DEL SECTOR SALUD DEBEN IMPLEMENTAR, DIFUNDIR Y ORGANIZAR 
LOS SERVICIOS DE SALUD PARA GARANTIZARLO. 
 
Hechos: Tres Tribunales Colegiados de Circuito sustentaron criterios contradictorios al analizar si 
existe obligación de las autoridades locales del sector salud de implementar, difundir y organizar los 
servicios de salud para garantizar el derecho a la interrupción voluntaria del embarazo. Mientras 
que dos sostuvieron que derivado de los derechos constitucionales y convencionales y de la acción 
de inconstitucionalidad 148/2017, sí existe esa obligación; el otro sostuvo que no existe un mandato 
específico para las autoridades en la Constitución Federal o en las leyes, y que esa obligación no 
puede derivar de una sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la que no fue parte 
la entidad federativa de su residencia. 
Criterio jurídico: Las autoridades administrativas locales del sector salud, de conformidad con sus 
competencias, están obligadas a implementar, difundir y organizar los servicios de salud para 
garantizar el derecho a la interrupción voluntaria del embarazo. 
Justificación: La referida obligación deriva del derecho a la salud, y del derecho a elegir de las 
mujeres y las personas con capacidad de gestar, en términos de las interpretaciones definidas por 
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este Tribunal Pleno en precedentes obligatorios. En relación con el derecho a la salud reconocido 
por el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las acciones de 
inconstitucionalidad 148/2017, 106/2018 y su acumulada 107/2018, así como 85/2016, esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció diversos criterios que le dan contenido en relación 
con el derecho a elegir de las mujeres y de las personas con capacidad de gestar. De ellos destaca 
que para que puedan ejercer efectivamente su derecho a interrumpir de manera voluntaria su 
embarazo, es indispensable que existan servicios médicos seguros, disponibles, accesibles, 
aceptables, asequibles, respetuosos y de calidad que les permitan hacerlo. Derivado de estos 
derechos y de la interpretación realizada en esos asuntos, las autoridades locales del sector salud 
deben implementar, difundir y organizar los servicios de salud para garantizar el acceso al aborto 
electivo o voluntario. 
PLENO. 
Contradicción de criterios 110/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Los Mochis, Sinaloa, en auxilio del 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito. 25 de febrero de 2025. Unanimidad 
de diez votos de las Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, en contra de la metodología, Loretta Ortiz Ahlf, con 
consideraciones adicionales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho de formular 
voto concurrente, Lenia Batres Guadarrama, Ana Margarita Ríos Farjat, con precisiones, Javier 
Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Paula Ximena Méndez Azuela. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 195/2023, el sustentado por el Cuarto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Los Mochis, Sinaloa, 
al resolver los amparos en revisión 105/2023 (cuaderno auxiliar 1019/2023) y 479/2023 (cuaderno 
auxiliar 1036/2023), y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 35/2023. 
Nota: Las sentencias relativas a las acciones de inconstitucionalidad 148/2017, 106/2018 y su 
acumulada 107/2018, y 85/2016 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación de los viernes 3 de junio de 2022 a las 10:09 horas, 9 de septiembre de 2022 a las 10:18 
horas y 16 de agosto de 2024 a las 10:24 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 14, Tomo II, junio de 2022, página 873, Libro 17, Tomo I, 
septiembre de 2022, página 1074 y Libro 40, agosto de 2024, Tomo III, Volumen 1, página 55, con 
números de registro digital: 30665, 30924 y 32649, respectivamente. 
El Tribunal Pleno, el veintisiete de mayo en curso, aprobó, con el número 3/2025 (11a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintisiete de mayo de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de junio de 2025 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de junio de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

Registro digital: 2030517 

Instancia: Pleno 

Undécima Época 

Materias(s): Común 
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Tesis: P./J. 2/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
OPINIONES CONSULTIVAS DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. NO SON 
JURÍDICAMENTE VINCULANTES PARA LAS PERSONAS JUZGADORAS MEXICANAS, PERO GOZAN DE 
RELEVANCIA JURÍDICA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, a partir de su interpretación del 
criterio contenido en la tesis jurisprudencial P./J. 21/2014 (10a.), derivada de la contradicción de 
tesis 293/2011, sustentaron criterios contradictorios al analizar si las opiniones consultivas de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos tienen carácter vinculante u orientador para las 
personas juzgadoras mexicanas. Mientras que uno sostuvo que no tienen el carácter de una 
resolución contenciosa, por lo que si bien no son jurídicamente vinculantes, sí resultan orientadoras; 
el otro determinó que son de observancia obligatoria al constituir jurisprudencia internacional. 
Criterio jurídico: Las opiniones consultivas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos no son 
jurídicamente vinculantes para las personas juzgadoras mexicanas, pero tienen relevancia jurídica y 
pueden utilizarse en las resoluciones judiciales siempre y cuando sean más favorables para las 
personas. 
Justificación: Conforme a la normativa internacional y a los precedentes de la Corte Interamericana, 
sus opiniones consultivas tienen características que las hacen ser jurídicamente distintas a las 
sentencias contenciosas en sus partes, trámite y efectos. Partiendo de esa base, si bien no son 
vinculantes para las personas juzgadoras mexicanas, sí cuentan con relevancia jurídica y una alta 
autoridad interpretativa porque impactan en cómo pueden entenderse los derechos y las 
obligaciones derivadas del derecho internacional. En ese sentido, pueden tomarlas en cuenta al 
dictar los distintos tipos de resoluciones judiciales. No obstante lo anterior, ello no impide que las 
interpretaciones contenidas en las opiniones consultivas puedan incorporarse con carácter 
obligatorio al derecho nacional a través de dos vías: 1) vía internacional: si la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos las utiliza en sus casos contenciosos, y 2) vía nacional: cuando la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación las incorpora como parte de su ratio decidendi en sus precedentes 
obligatorios, con base en el párrafo décimo segundo del artículo 94 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
PLENO. 
Contradicción de criterios 175/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, en 
apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 17 de junio de 
2024. Mayoría de ocho votos de las Ministras y de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, separándose de diversas consideraciones y con razones adicionales, Yasmín Esquivel 
Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, con consideraciones adicionales y separándose de los párrafos 89 y 90 de 
la sentencia, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Lenia Batres Guadarrama, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alberto Pérez Dayán y Norma Lucía Piña Hernández, separándose de las consideraciones y por 
razones adicionales respecto del considerando quinto de la sentencia, relativo al estudio de fondo. 
Ausente: Luis María Aguilar Morales. Votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Javier Laynez 
Potisek, y anunciaron sendos votos particulares. Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf y Norma 
Lucía Piña Hernández anunciaron sendos votos concurrentes. Juan Luis González Alcántara Carrancá 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 
El Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en 
Naucalpan de Juárez, Estado de México, al resolver el amparo directo 203/2016 (cuaderno auxiliar 
469/2016), el cual dio origen a la tesis aislada (I Región)8o.1 CS (10a.), de rubro: "OPINIONES 
CONSULTIVAS DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. IMPLICACIONES DE SU 
CARÁCTER ORIENTADOR PARA LOS JUECES MEXICANOS.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 28 de abril de 2017 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, página 1768, con número de 
registro digital: 2014178, y 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 237/2020. 
Nota: La sentencia relativa a la contradicción de tesis 293/2011 y la tesis jurisprudencial P./J. 
21/2014 (10a.), de rubro: "JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS 
FAVORABLE A LA PERSONA." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril de 2014, páginas 96 y 204, con números de registro 
digital: 24985 y 2006225, respectivamente. 
El Tribunal Pleno, el veintisiete de mayo de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 2/2025 (11a.), 
la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintisiete de mayo de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de junio de 2025 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de junio de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

Registro digital: 2030551 

Instancia: Pleno 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: P./J. 4/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. LAS EMPRESAS DE PARTICIPACIÓN ESTATAL MAYORITARIA, 
CONSTITUIDAS COMO SOCIEDADES ANÓNIMAS, ESTÁN OBLIGADAS A OTORGAR GARANTÍA 
CUANDO SE LES CONCEDA AQUÉLLA PORQUE NO SON PERSONAS MORALES OFICIALES PARA 
EFECTOS DEL ARTÍCULO 7o. DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar 
si las empresas de participación estatal mayoritaria constituidas como sociedades anónimas tienen 
el carácter de personas morales oficiales y, en ese contexto, si están exentas de presentar la garantía 
que impone el artículo citado, cuando se les concede la suspensión en el juicio de amparo. 
Criterio jurídico: Las empresas de participación estatal mayoritaria constituidas como sociedades 
anónimas no pueden ser consideradas como personas morales oficiales para efecto de quedar 
exentas de prestar las garantías relacionadas con el otorgamiento de la suspensión del acto 
reclamado en el juicio de amparo, conforme al artículo 7o. de la Ley de Amparo. 
Justificación: El artículo 107, fracción X, de la Constitución Federal impone al quejoso, como 
requisito para concederle la suspensión del acto reclamado en el juicio de amparo, que otorgue 
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garantía para responder de los daños y perjuicios que tal medida pudiere ocasionar al tercero 
interesado. Dicho imperativo que se reitera en el mencionado artículo 7o., conlleva un 
procedimiento sumario para hacer efectiva, sin complejidad ni dificultad, la garantía otorgada 
cuando se niegue al quejoso la protección de la Justicia Federal. El precepto legal en cuestión 
dispensa de otorgar garantías a las "personas morales oficiales". Aunque este concepto admite 
distintas acepciones, sólo resulta aceptable la restrictiva que limita la noción a la Federación, los 
Estados –incluida la Ciudad de México– y los Municipios, en su caracterización soberana y 
financiamiento directo desde la hacienda pública. No puede aceptarse una noción laxa o amplia que 
permita la dispensa de garantía a cualquier persona moral pública, pues no toda persona moral 
puede responder con similar solvencia y operatividad para hacer frente a sus obligaciones. De 
manera particular, no es aceptable que las empresas de participación estatal mayoritaria 
constituidas como sociedades anónimas se consideren como personas morales oficiales a fin de 
quedar exentas de otorgar garantía, ya que no comparten ni la asegurada e ilimitada solvencia que 
caracteriza al Estado, ni la disposición, con total libertad e inmediatez, de su patrimonio. Las 
personas morales así constituidas, aun siendo públicas, están sujetas al artículo 87 de la Ley General 
de Sociedades Mercantiles que dispone que este tipo de sociedades se componen exclusivamente 
de socios cuya obligación se limita al pago de sus acciones. De ser el Estado socio de una persona 
moral sólo estaría obligado a responder de manera limitada hasta por el monto de sus aportaciones, 
pero no con la totalidad de su patrimonio. 
PLENO. 
Contradicción de criterios 374/2023. Entre los sustentados por el Pleno en Materia Civil del Primer 
Circuito y el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito. 6 de marzo de 2025. Mayoría de siete 
votos de las Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Votaron en contra Yasmín 
Esquivel Mossa y Lenia Batres Guadarrama. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Guillermo Pablo López Andrade. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 19/2018, la cual dio 
origen a la tesis de jurisprudencia PC.I.C. J/82 K (10a.), de rubro: "EMPRESAS DE PARTICIPACIÓN 
ESTATAL MAYORITARIA, CONSTITUIDAS COMO SOCIEDADES ANÓNIMAS. NO TIENEN LA CALIDAD 
DE PERSONAS MORALES OFICIALES PARA CONSIDERARLAS EXENTAS DE PRESTAR LAS GARANTÍAS 
RELACIONADAS CON EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 4 de enero de 2019 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 62, Tomo II, enero de 2019, página 1005, con número 
de registro digital: 2018899, y 
El sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver la queja 311/2023. 
 
El Tribunal Pleno, el veintisiete de mayo de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 4/2025 (11a.), 
la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintisiete de mayo de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de junio de 2025 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de junio de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

Registro digital: 2030554 

Instancia: Pleno 

Undécima Época 
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Materias(s): Común 

Tesis: P./J. 1/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. POR REGLA GENERAL LES 
CORRESPONDE CONOCER DE LOS RECURSOS DERIVADOS DE UN JUICIO DE AMPARO TRAMITADO 
POR UN JUZGADO DE DISTRITO CON COMPETENCIA MIXTA EN EL QUE SE RECLAMARON ACTOS 
DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE COMERCIO. 
 
Hechos: La Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustentaron 
criterios contradictorios en relación con la materia de especialización del Tribunal Colegiado de 
Circuito que debe conocer del medio de impugnación interpuesto contra la sentencia dictada en 
amparo indirecto por un Juzgado de Distrito con competencia mixta, en el que se reclamaron actos 
registrales del Registro Público de la Propiedad y de Comercio o de autoridades equivalentes. 
Mientras que la Primera Sala determinó que corresponde conocer a un órgano especializado en 
materia civil, atendiendo al procedimiento de origen del acto reclamado; la Segunda Sala determinó 
que corresponde al especializado en materia administrativa, en atención a la naturaleza del acto 
reclamado y de la autoridad responsable. 
Criterio jurídico: Para determinar la competencia por materia de un Tribunal Colegiado de Circuito 
para conocer de un medio de impugnación interpuesto contra una sentencia dictada por un Juzgado 
de Distrito de competencia mixta y derivada de un amparo indirecto en el que se reclamaron actos 
registrales de autoridades administrativas, como son el Registro Público de la Propiedad y de 
Comercio y equivalentes, por regla general deberá atenderse a la naturaleza jurídica del acto 
reclamado y de la autoridad que lo emitió, es decir, en la materia administrativa; y 
excepcionalmente a la relación existente entre éstos y la naturaleza del juicio o procedimiento de 
origen.  
Justificación: Para determinar la materia del Tribunal Colegiado de Circuito que conocerá de 
determinado asunto debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado y, en su caso, de las 
autoridades consideradas como responsables. Ello permite que los juzgadores cuenten con un mejor 
conocimiento al resolver, y favorece la eficacia en la impartición de justicia. Por regla general, este 
criterio es aplicable en juicios de amparo contra actos registrales de autoridades administrativas, 
como son el Registro Público de la Propiedad y de Comercio y equivalentes, con independencia de 
la materia del juicio o procedimiento que dio origen a estos actos. Esto, siempre que se reclamen 
los actos de manera autónoma, es decir, desvinculados de la relación subyacente. Excepcionalmente 
puede atenderse a la naturaleza del juicio o procedimiento de origen si resulta necesario para 
resolver la litis planteada, lo que se actualiza si se atribuyen vicios derivados del juicio o 
procedimiento de origen. Lo anterior significa que para poder determinar con mayor precisión el 
Tribunal Colegiado de Circuito competente por materia para conocer del recurso interpuesto, 
además de atender a la naturaleza del acto reclamado y de la autoridad responsable (principios 
rectores), también podrá acudirse a la relación existente entre el acto reclamado y el juicio o 
procedimiento de origen. 
PLENO. 
Contradicción de criterios 116/2023. Entre los sustentados por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 11 de enero de 2024. Unanimidad de once votos de las 
Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien se apartó de algunas consideraciones y anunció voto concurrente, Yasmín Esquivel Mossa, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Loretta Ortiz Ahlf, Luis María Aguilar 
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Morales, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Lenia Batres Guadarrama, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Antonio Gudiño Cicero. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver los conflictos 
competenciales 49/2016, 61/2016, 335/2017, 370/2017 y 415/2018, los cuales dieron origen a la 
tesis de jurisprudencia 2a./J. 116/2019 (10a.), de rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER DEL 
RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN AMPARO INDIRECTO EN 
EL QUE SE RECLAMARON ACTUACIONES REGISTRALES DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. 
CORRESPONDE A UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo III, 
agosto de 2019, página 2272, con número de registro digital: 2020505, y 
El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el conflicto 
competencial 287/2022. 
El Tribunal Pleno, el veintisiete de mayo de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 1/2025 (11a.), 
la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintisiete de mayo de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de junio de 2025 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de junio de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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